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	Ulises de Jesús Amaya Arredondo

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el pasado once (11) de marzo de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día nueve de septiembre de 2007, a eso de las 4:00 p.m., el señor ULISES DE JESÚS AMAYA ARREDONDO realizó un procedimiento oficial de control de espacio público -en cumplimiento de sus funciones como contratista del Municipio-, labor que dio lugar a la molestia por parte del ciudadano ELKIN DARÍO DAVID GRACIANO, en su condición de vendedor ambulante, quien estando en la calle 19 con carrera 8ª de esta capital, lanzó improperios contra el servidor público y acto seguido le propinó un puñetazo en el rostro. De conformidad con el informe médico legal, al afectado se le certificó una incapacidad definitiva de quince (15) días, sin secuelas.
1.2.- A consecuencia de lo anterior, el día veintidós (22) de enero de 2008, la Fiscalía le formuló imputación ante el Juez Segundo Penal Municipal con funciones de control de garantías de esta capital, por las conductas punibles de Lesiones Personales dolosas e Injuria, al tenor de los artículos 111 y 112.1 del Código Penal, en calidad de autor. El indiciado ACEPTÓ los cargos.
1.3.- Con fundamento en esa aceptación, el día once (11) de marzo del año que transcurre, la Juez Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento profirió un fallo de condena por medio del cual lo declaró penalmente responsable en calidad de autor de las dos conductas imputadas, imponiéndole una pena privativa de la libertad de nueve (9) meses de prisión y multa de 6.66 salarios mínimos legales mensuales vigentes, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término, y con derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

No obstante que el profesional de la defensa insistió en el acto público que no compartía una condena por el delito de injuria, a pesar de haber sido aceptado por su procurado, la señora Juez de conocimiento omitió todo pronunciamiento a ese respecto y emitió su fallo única y exclusivamente bajo la consideración de tratarse de una terminación anticipada del proceso por la vía del allanamiento. 
1.4.- El defensor público no compartió la determinación en esos términos adoptada y la impugnó, motivo por el cual fue concedida la apelación y se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación para desatar la alzada. 
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-
Considera que jurídicamente no existe el delito de INJURIA que le fue imputado a su cliente, razón por la cual se le debe absolver por este específico cargo muy a pesar de haberse allanado a la imputación.
Los hechos dan cuenta que su representado, vendedor ambulante, se enfrentó con un funcionario contratista del municipio encargado del control físico en la ciudad; lo que traduce que mientras éste velaba por el espacio público, aquél lo hacía por conservar su trabajo.
Cada Juez de Control de Garantías hace su audiencia en forma muy singular, pero para este evento la defensa no pudo hablar, sólo se le dijo al usuario cuáles eran sus derechos y las consecuencias en caso de aceptación.

En esos términos, todo esto fue sorpresivo porque iban para un cargo por Lesiones Personales, y como se trata de un acto de mera comunicación, el defensor no pudo hacer intervención alguna. El señor ELKIN aceptó todos los cargos, pero él como apoderado judicial se quedó con la inquietud dadas las singulares circunstancias en que sucedieron estos hechos. La Juez de conocimiento condenó, pero él dejó expresa constancia que no compartía el cargo por injuria, porque en cuanto al delito contra la integridad física no tiene ninguna objeción que hacer.
Y estima que no se configura el delito contra la integridad moral, porque ellos no se conocían, solo fue un problema repentino en relación con su puesto de trabajo. Es factible que se insultaran, pero no se tuvo en momento alguno la intención de ir en contra de la reputación, honra y buen nombre del señor ULISES DE JESÚS.
Su cliente es una persona del común, de muy baja escolaridad, sin conocimientos suficientes para poderse controlar ante una situación como la vivida, por demás, estaba acalorado y en ese estado de exacerbación se enfrentó a quien consideraba le había causado un perjuicio. Aunque su proceder no lo va a justificar, sí amerita una mejor reflexión en orden a no hacerlo presa de una doble imputación indebida.

Para poderse condenar, se tiene que probar la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, en general, se debe mirar la existencia jurídica de la conducta. La realidad es que la situación real de su procurado va a seguir siendo la misma porque se encuentra en libertad y la sanción aflictiva de la libertad no cambiaría sustancialmente; sin embargo, el punto aquí es la justeza de la decisión, porque a la persona del procesado se le deben respetar todas sus garantías procesales, incluida por supuesto la legalidad.

Como esto no puede ser ni mucho menos automático, aceptación y condena, entonces pide del Tribunal un examen riguroso de la situación a efectos de que se modifique el fallo en el sentido indicado, esto es, que sea condenado por lesiones personales pero no en concurso con injuria.

2.2.- Fiscal -no recurrente-

Solicita se estudie por la Sala la posibilidad de mantener la condena por ambos delitos, es decir, tanto por lesiones como por la injuria.

La sentencia de condena que se revisa lo fue a consecuencia de la aceptación de cargos que en forma libre, voluntaria, consciente y debidamente asistido hizo el procesado; en consecuencia, la determinación en ese sentido se debe mantener.

Expresa que si bien se presentó una situación especial en contra de un particular, es lo cierto que el servidor público había efectuado una labor propia de sus funciones, como era la de hacer un control físico para recuperar la zona, motivo por el cual llevó a cabo un procedimiento con el decomiso de unos afiches porque con ello se estaba invadiendo el espacio público.

La reacción del afectado con esa medida se vino a presentar al día siguiente, momento en el cual se desencadenó la confrontación, primero la ofensa verbal y posteriormente un golpe en el rostro del aquí ofendido. Significa lo anterior, que primero ELKIN trató con palabras soeces al señor ULISES DE JESÚS y posteriormente sobrevino el ataque físico con la consiguiente incapacidad de quince (15) días sin secuelas. Esa fue la razón que tuvo la Fiscalía para haber adecuado la conducta en términos de un concurso, dado que no sólo se afectó la integridad física sino el honor del señor AMAYA.

La tipificación estuvo ajustada a los lineamientos del Código Penal y se adapta a las normas, por eso el Juez de Control de Garantías avaló esa imputación y la Juez de conocimiento valoró la situación en toda su dimensión, reconociéndole la favorabilidad en consideración a los cambios normativos de la Ley 1153 de 2007.
En esos términos pide la confirmación integral del fallo confutado.

3.- La Decisión

Al contar la Sala con la competencia territorial, objetiva y funcional, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004, el Tribunal entrará a pronunciarse de fondo acerca de los temas objeto del recurso oportunamente interpuesto, debidamente sustentado y correctamente concedido a un sujeto procesal legitimado para hacerlo.

El procesado, asistido por su defensor público, ha puesto de presente la necesidad de alterar el contenido del fallo porque muy a pesar de haberse allanado su pupilo en forma libre y voluntaria a la imputación, resultó condenado por un concurso de Lesiones Personales con Injuria, cuando debió serlo únicamente por la primera modalidad delictiva, habida consideración a que su intención era afectar la integridad física y no la moral de su oponente. 

Tras esa petición, observa la Corporación la necesidad de resolver los siguientes problemas jurídicos: (i) si el juez de conocimiento individual o colegiado puede hacer ese recorte normativo a la imputación formalizada ante el Juez de Control de Garantías y aceptada en debida forma por el indiciado, (ii) de ser afirmativo, si en el caso concreto así se debe proceder con ocasión de la existencia de un error en la calificación jurídica del comportamiento, y (iii) cuál ha de ser la consecuencia jurídica de esa determinación en el caso concreto. 

3.1.- No obligación de condenar
El tema central propuesto no es fácil de resolver, porque en esa problemática están involucrados intereses de similar rango: de una parte, la seguridad jurídica y la lealtad entre las partes, enraizados en la necesidad de hacer respetar la irretractabilidad del allanamiento a los cargos; y, de otra, la obligación de dar primacía al derecho sustancial por sobre el procedimental, lo mismo que el principio de congruencia entre la imputación fáctica y la jurídica a la cual está obligado el ente acusador, con el consiguiente control de la judicatura. 

El Tribunal acogerá la línea jurisprudencial que se ha venido perfilando en la materia, la cual indica que cuando existe una flagrante desconfiguración del principio de legalidad y no están dados los presupuestos básicos para proferir un fallo de condena por todos o alguno de los cargos formulados, el Juez de conocimiento no está obligado a declarar la responsabilidad penal en acatamiento ciego a ese allanamiento. Así lo ilustró la Corte Constitucional:

“Según la ley penal, para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable (artículos 9 a 12 del Código Penal). En consecuencia, el juez sólo puede imponer condena al imputado cuando establezca con certeza estos elementos estructurales del delito, como se afirma en la demanda. En caso contrario, quebrantaría el principio constitucional de legalidad de la función pública y las normas legales pertinentes, lo cual podría originarle responsabilidad, aparte de que los actos proferidos quedan sometidos a los medios de corrección previstos en la ley.

Esta exigencia primordial para la garantía de la libertad de las personas y del debido proceso, en particular de la presunción de inocencia que forma parte integrante de este último, no resulta quebrantada por la expresión que se examina, ya que ésta solo contiene la orden de que el juez de conocimiento apruebe el acuerdo de aceptación de la imputación, si es voluntario, libre, informado y espontáneo, y no contiene la orden de proferir condena. Por el contrario, la misma norma demandada, en un aparte no impugnado, establece que aquél ‘convocará a audiencia para la individualización de la pena y sentencia’.

Por otra parte, en lo concerniente a la determinación de dicha responsabilidad y la consiguiente condena en la sentencia, es evidente que el fundamento principal es la aceptación voluntaria de aquella por parte del imputado, lo cual en el campo probatorio configura una confesión, de modo que se pueda deducir en forma cierta que la conducta delictiva existió y que aquél es su autor o partícipe.
En todo caso, es oportuno señalar que según lo previsto en el artículo 380 de la ley 906 de 2004, el juez deberá valorar en conjunto los medios de prueba, la evidencia física y la información legalmente obtenida, conforme a los criterios consagrados en la misma ley en relación con cada uno de ellos, y que en virtud del artículo 381 ibídem, para condenar se requiere el conocimiento más allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio”
.

Resulta por tanto imperioso, en aras de preservar las garantías constitucionales al debido proceso y a la presunción de inocencia que ampara a toda persona sometida a un proceso penal, que el juez de conocimiento, que es también juez de control de garantías desde el punto de vista sustancial, verifique que la imputación fáctica sea completa y la imputación jurídica corresponda a la misma, pero además, que los presupuestos probatorios mínimos para declarar la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad en la conducta atribuida, tengan un soporte fáctico atendible en el caso concreto.
3.2.- Error en la adecuación típica
Superada la primera dificultad en cuanto a si el Juez de conocimiento singular o colegiado puede apartarse de los términos de la imputación válidamente aceptada cuando se quebranta el principio de legalidad de los delitos y de las penas, al concluirse que ello es no sólo factible sino ineludible, penetraremos en el estudio de si en verdad esa doble imputación por Lesiones Personales e Injuria transgrede por exceso la adecuada tipicidad.
Esta colegiatura coincide con el profesional de la defensa, porque si bien en teoría podría tener algún asidero la tesis fiscal en cuanto a que no todo se llevó a cabo en forma inmediata y con ímpetu, sino que el aquí imputado aprovechó una ocasión posterior para saciar su rencor en contra del funcionario que había obrado en pleno acatamiento a sus deberes oficiales, a cuyo efecto primero lo insultó y a continuación le propinó los golpes que dieron lugar a la incapacidad médico legal, también es válido entender que jurídicamente un comportamiento mixto como el que aquí se describe, es decir, compuesto por ofensas tanto de palabra como de obra, representa un acto iracundo que fue en progresión ascendente, de lo más leve a lo más grave.
No es de sorprender y antes bien está dentro del desenvolvimiento normal de esta clase de episodios, que de las miradas despectivas se pase a los reclamos, de allí a las ofensas verbales y finalmente a la confrontación física, sin que cada uno de esos fragmentos comportamentales deban sectorizarse a efectos de configurar una independiente infracción penal, aunque individualmente considerados pudieran afectar bienes jurídicos autónomos y diversos.
Es sabio en ese sentido el precepto contenido en el artículo 117 del Código Penal cuando reza: “Unidad punitiva: Si como consecuencia de la conducta se produjeren varios de los resultados previstos en los artículos anteriores, sólo se aplicará la pena correspondiente al de mayor gravedad”. Se desprende de allí, que la voluntad del legislador está orientada a sancionar única y exclusivamente el acto de mayor lesividad, al ser el designio final del autor.
Y si eso se puede afirmar de una proyección de lo menos a lo más en lo que se refiere al daño del mismo bien jurídico de la integridad física, en virtud de lo cual aquellas lesiones corporales de menor entidad quedan subsumidas en la de mayor relevancia, entonces otro tanto corresponde sostener de aquella progresión cuyos actos intermedios afectan otros bienes jurídicos de igual o menor jerarquía.
A no dudarlo, dentro de una ponderación racional de la conducta humana, la agresión física va más allá en el grado de lesión a los bienes jurídicamente protegidos que las simples agresiones verbales, porque es pasar de las palabras a los hechos dentro de una misma pretensión ofensiva en contra de un oponente.
A juicio del Tribunal, los agravios verbales previamente proferidos por ELKIN DARÍO, potencialmente atentatorios de la honra de ULISES DE JESÚS y generadores de injuria, deben ceder por el fenómeno de la subsunción a la imputación por el delito de Lesiones Personales, sin concurrir materialmente con éste. Lo dicho, en aplicación de la figura jurídica del acto previo impune o copenado, según el cual, los resultados antijurídicos precedentes dentro de un mismo contexto de acción, quedan incorporados en la sanción que corresponde a la obtención del fin propuesto. 
La situación se presenta en todos aquellos casos en los cuales la realización del delito supone la existencia de hechos anteriores igualmente ilícitos, tal sería el caso de la violencia carnal con relación a los actos precedentes de dominación a la víctima -golpes o rasguños estrictamente necesarios para alcanzar ese objetivo-; o el del homicidio con arma de fuego que implique el deterioro de la prenda de vestir que posee la víctima a consecuencia de la perforación que ocasiona el proyectil. En estos eventos, no se ve correcto desligar cada uno de los resultados antijurídicos para hacerlos concurrir de manera efectiva. 
Se trata en síntesis de una aplicación del principio de subsidiariedad tácita, la que al decir de la doctrina autorizada:

“puede asumir una doble modalidad: por un lado, se presenta en los casos de actos copenados previos o anteriores, cuando se está ante el llamado delito paso -o de tránsito-, esto es, aquellas fases previas constitutivas de actos preparatorios punibles, o que por su naturaleza requieren el recorrido de varios tipos que son comprendidos por el hecho consumado”.

Por todo lo dicho, podemos concluir con la defensa, que la finalidad principal de su representado era enfrentarse violentamente con el encargado de controlar el espacio público como represalia por un proceder oficial que le había ocasionado perjuicio, sin que en su ánimo estuviera precisamente el denigrar públicamente de la honra de ese funcionario.  
En esos términos, consideramos que tanto por el factor objetivo como por el subjetivo, la única modalidad delictiva llamada a aplicarse en el caso concreto debe ser el de Lesiones Personales dolosas y así quedará consignado en la parte resolutiva.
3.3.- Efecto jurídico de la decisión
Lo establecido repercute directamente en la punibilidad, por cuanto habrá de redosificarse el quantum de la sanción impuesta a efectos de excluir lo concerniente con la injuria. 
Como se recordará, la iudex a quo aplicó por favorabilidad y en forma retroactiva lo atinente a la Ley 1153 de 2007, en consideración a que las lesiones personales inferiores a treinta (30) días se encuentran consagradas ahora como contravención y no como delito, lo que no ocurrió con la injuria que continúa tipificada de esa manera. Empero, para una mejor comprensión del asunto, debe indicarse que en realidad la conducta aquí atribuida contra la integridad física también debe seguirse considerando como delito, aunque por supuesto con la aplicación retroactiva por favorabilidad de la sanción establecida para ese mismo comportamiento en la nueva ley para contravenciones.  
En decisión de Sala Plena de la H. Corte Suprema de Justicia -conflicto de competencia- del pasado catorce (14) de marzo de 2008, M.P. Augusto Ibáñez Guzmán, se analizó lo concerniente con el cambio surgido a raíz de la entrada en vigencia de la Ley 1153 de 2007 y se concluyó: “cuando quiera que un hecho haya sido cometido antes de la vigencia de la Ley 1153 del 2007 y, por tanto, el trámite que se le daba era el de la Ley 906 del 2004, continuará bajo este procedimiento si y sólo si antes del 31 de enero de 2008 se hubiese realizado la formulación de la imputación”. En consecuencia, como en el presente asunto la imputación se efectuó el veintidós (22) de enero de 2008, esto es, unos días antes de ese límite establecido, su tratamiento está regido por la normatividad anterior -como delito- y no por la nueva ley de pequeñas causas -como contravención-
Ahora, frente al tema específico de la favorabilidad sustancial, en cuanto a que también la punibilidad para este específico comportamiento varió, porque ahora se le sanciona con una pena de arresto efectivo e ininterrumpido de 1 a 2 años al tenor del inciso segundo del artículo 27 de la Ley 1153 de 2007, surge un nuevo interrogante: ¿se puede asimilar esa sanción de arresto a la de prisión que consagra el anterior estatuto?, la respuesta que tenemos es afirmativa, con fundamento en lo siguiente:

Similar debate jurídico ya se había presentado con la puesta en vigencia del nuevo Código Penal -Ley 599 de 2000-, al no consagrar en su catálogo de penas el arresto, motivo por el cual en una inicial posición la H. Corte Suprema de Justicia entendió extinguida esa modalidad de sanción con fundamento en el principio estricto de legalidad por tipicidad completa
; hoy por hoy, esa tesis ya no se mantiene y ha cedido el paso al entendimiento según el cual: no obstante no ser el arresto una modalidad contemplada en la Ley 599 de 2000, debe entenderse vigente para los hechos ocurridos con anterioridad a su vigencia -Decreto Ley 100 de 1980-, como quiera que: “a pesar del tránsito de legislación no hubo por parte del legislador despenalización radical de la pena privativa de la libertad”
. 

Tomando en consideración ese precedente y descendiendo al problema que ahora surge con la entrada en vigencia de la Ley de pequeñas causas, entiende esta Corporación que debe asimilarse la nueva sanción de arresto a la de prisión por ser ambas privativas de la libertad; en consecuencia, para el presente caso es perfectamente aplicable, por favorabilidad, la sanción de 1 a 2 años de arresto efectivo e ininterrumpido que consagra el segundo inciso del artículo 27 de la Ley 1153 de 2007.
Al ser esta la única modalidad delictiva y siguiendo los parámetros de dosificación elaborados por la primera instancia, corresponde aplicar la pena inferior del cuarto mínimo, esto es, la de un (1) año de arresto, monto que al ser disminuido en la mitad por acogimiento a los cargos desde el momento de la imputación, arroja en definitiva una pena de seis (6) meses de arresto, sin lugar a la pena pecuniaria de multa puesto que ésta se encuentra contemplada única y exclusivamente para la injuria.
En lo referido con la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, ésta iba aparejada necesariamente a la de prisión señalada en la primera instancia; ahora, con la transformación a pena de arresto, ya no constituye un impositivo legal, pero si se estima procedente, necesario y conveniente, mantener su aplicación por igual período a la principal ya señalada -seis meses-, en consideración a que precisamente el móvil para actuar lo fue la oposición a un acto oficial de un servidor público, con lo cual, se aprecia en el caso concreto la existencia de una relación causal que justifica la separación temporal del sentenciado de cualquier posibilidad de acceder al ejercicio de funciones públicas.
La concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena continúa inmodificable, no sólo por no ser tema objeto de la apelación y por ser la defensa apelante único, sino también porque las circunstancias del hecho y las condiciones personales del autor así lo ameritaban.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA el fallo objeto de recurso, en el siguiente sentido: (i) se absuelve a ELKIN DARÍO DAVID por el delito de INJURIA que le fuera imputado por la Fiscalía General de la Nación, y queda vigente la condena única y exclusivamente por el punible de LESIONES PERSONALES dolosas; (ii) se impone como pena privativa de la libertad en forma definitiva, la de seis (6) meses de arresto efectivo e ininterrumpido, sin lugar a la sanción pecuniaria de multa según lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia; y (iii) la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, quedará reducida a un tiempo igual al de la pena principal aquí indicada -seis meses-. En todo lo demás, se confirma.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

      Magistrado
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